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Estados, transnacionales, inversionistas locales, capitales mixtos, cada vez es mayor el 
número de actores interesados en comprar tierras. La carrera por la adquisición de este 
recurso tiene para cada uno de ellos un doble atractivo, por un lado acumular un bien 
escaso y por otro comenzar a capitalizar el crecimiento económico e institucional de los 
países. Como la cantidad de tierra de un país es limitada, por cada uno de ellos que 
adquiere este recurso hay otro que la pierde. La realidad indica que la valorización 
creciente de la tierra está ocasionando el desplazamiento de personas y comunidades 
rurales vulnerables, impotentes por no poder rentabilizar este recurso. Una cartera de 
impuestos sobre la tierra no sólo desalentaría el acaparamiento de este recurso sino que 
también recuperaría en beneficio público la renta de la tierra. 
 

Como la oferta de tierra de un país es  
limitada su precio suele estar 
determinado por la demanda, a mayor 
demanda mayor el precio de la tierra: 
aquellos que están en condiciones de 
pagar altos precios por la tierra tienen 
una capacidad mayor de contribución a 
las arcas de un Estado. Simultáneamente, 
la inversión de los estados en 
infraestructura rural, servicios básicos o 
institucionalidad viene incrementando el 
valor de la tierra, independientemente de 
la actividad económica de su propietario: 
es un claro ejemplo de capitalización de 
externalidades en beneficio privado. Una 
de las formas de recuperar en beneficio 
público la renta de la tierra y desalentar 
el acaparamiento de este recurso escaso 
es a través de una cartera de impuestos. 

Imagen: http://revistamalaspalabras.blogspot.com// 

 

Históricamente, las compensaciones por la renta de la tierra se canalizaban a través de 
impuestos sobre el producto del agricultor, y en otras, sobre las características del 
predio. En la actualidad, los tributos relacionados a la tierra se han perfeccionado, aún 
cuando tienen naturaleza y propósitos diversos, existe la posibilidad de agruparlos 
alrededor de los siguientes conceptos:  
 

• Tenencia de la tierra.- El más conocido es el impuesto predial, pero también 
figuran los impuestos al arrendamiento de tierras, a la transferencia de tierras y las 
retribuciones -regalías en algunos países- que pagan los concesionarios de tierras del 
Estado. 

• Ubicación de la tierra.- Tributos que distinguen predios rústicos (rurales) y 
urbanos. 



• Renta potencial de la tierra.- Son tributos calculados en función de la 
rentabilidad presunta de una parcela de tierra. Frecuentemente la rentabilidad se define 
sobre la base de las características ecológicas de la tierra o de una productividad media 
homogénea. La diferencia entre la rentabilidad potencial y los resultados tangibles de 
una explotación particular es la que busca gravar este tributo. 

• Ingreso real de la tierra.- El más conocido y extendido de este tipo de tributos es 
el impuesto a la renta.   
 
Lo común en cada uno de estos tributos son sus propósitos fiscales: proveen a un Estado 
de fondos de tesorería destinados a cubrir gastos o financiar inversiones públicas. Existe 
otro grupo de tributos que tienen igualmente importancia recaudatoria, pero son todavía 
más valiosos por sus resultados en el campo redistributivo. Mejor conocidos como 
tributos extrafiscales sus principales concreciones son: 
 

•     El impuesto a la acumulación de tierras.- Se trata de un impuesto progresivo en 
función al tamaño del predio rural. Tiene como punto de partida un área sobre la cual 
considera que existe acumulación o acaparamiento de tierras.  

•  El impuesto a las tierras ociosas.- Orientado al efectivo cumplimiento de la 
función social de la propiedad, a través de un gravamen de la infrautilización de las 
tierras rurales privadas y públicas. 
 
En el escenario actual de disputas por el control de la tierra, cuyo desenlace suele, por lo 
general, reconocer más derechos a poderosas élites locales o transnacionales que a los 
grupos o espacios históricamente más vulnerables, una buena combinación de tributos 
fiscales y extrafiscales tiene el potencial de evitar la especulación, incentivar un mejor 
uso productivo de las tierras; desincentivar los latifundios; presionar los precios de la 
tierra a la baja; financiar programas de saneamiento general de la propiedad; y financiar 
programas de desarrollo rural integral.  
 
A pesar de todas estas importantes ventajas, se han utilizado poco los tributos sobre la 
tierra, aún en menor medida los extrafiscales, debido a la oposición de grupos de poder 
económico como a dificultades propias de su diseño, aplicación y administración. 
     
En el Perú.- 
 
Asegurar la función social de la propiedad rural, a través de una cartera de tributos 
como la señalada en el punto anterior, es todo un desafío en el Perú: primero hay que 
incorporar alguno de ellos, luego asegurar su implementación y finalmente evaluar la 
continuidad de beneficios tributarios que alientan la especulación y el acaparamiento de 
la propiedad rural. 
 
En el Perú existen dos tributos relacionados directamente a la tierra: el impuesto predial 
y el impuesto sobre la propiedad de la tierra que exceda del límite de 3 mil hectáreas. El 
primero tiene amplia difusión y es administrado por los gobiernos locales, el segundo 
tiene más de 15 años de haber sido contemplado y hasta el día de hoy no puede ser 
recaudado1. 
                                                           
1 El impuesto sobre la propiedad de la tierra que exceda del límite de 3 mil hectáreas se encuentra 
contemplado en la Ley de Tierras (Ley 26505), vigente desde 1995, pero no ha podido ser aplicado 
porque está supeditado a la aprobación de un decreto legislativo que los distintos gobiernos, hasta hoy, no 
tienen la voluntad de aprobar. 



 
Dicha situación es, en gran medida, resultado de los ajustes macroeconómicos 
impulsados por organismos internacionales como el Fondo Monetario Internacional 
(FMI) y el Banco Mundial (BM), para América Latina durante la década del '80 pero 
con mayor énfasis en los '90. Con el objetivo de 'desreglamentar', 'simplificar' y 
'descentralizar' el mercado de tierras para tornarlo completamente libre (Reydon y 
Ramos, 1996:23), el FMI y el BM apoyaron la generalización e incremento de los 
impuestos prediales, entre otras medidas, pero no la aplicación de impuestos 
extrafiscales que recuperen en beneficio social la renta de la tierra. 
 
Es así que el escenario actual de tributos sobre la tierra en el Perú destaca por estar 
colmado de beneficios y de escasas restricciones o limitaciones. Cualquier inversionista 
sabe de antemano que invertir en el sector agropecuario del Perú le asegura:  
  

• La reducción a 15% del Impuesto a la Renta (frente a la tasa general de 30%) 
• La recuperación anticipada del Impuesto General a las Ventas (IGV) en la 

etapa pre-operativa. 
• La depreciación anual de 20% a las inversiones en infraestructura hidráulica 

y obras de riego. 
• El reintegro tributario para la mayoría de exportaciones agrícolas (8% del 

valor FOB).   
 
Todo ello ha desencadenado que la recaudación de tributos internos del sector 
agropecuario, en el período 1999-2009, sume apenas el 0.9% de la recaudación del país: 
 

 
Tributos internos por sector económico (1999-2009) 
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Fuente: Sunat 

 
Ahora que el nuevo Gobierno levanta la bandera de la inclusión social, debe considerar 
que la política fiscal es una herramienta clave en el logro de los objetivos asociados a 
una mejor redistribución de la riqueza, a revertir la desigualdad y reducir la pobreza.  
 
En Sudamérica.-  
 
Al igual que el Perú, durante la década del '80 pero con mayor énfasis en los '90, otros 
países en desarrollo de Sudamérica adoptaron la política tributaria recomendada por el 
Fondo Monetario Internacional (FMI), el Banco Mundial y otras instituciones 
financieras internacionales (IFIs), como condición para su apoyo financiero. 



 
Bajo la lógica de privilegiar la eficiencia económica y la recaudación de corto plazo 
frente a cualquier otro objetivo, las IFIs han promovido en la región impuestos con los 
menores costes políticos, que afecten lo menos posible los intereses de las empresas y 
de las personas ricas y con mayor facilidad de recaudación; pero no necesariamente los 
más adecuados a las circunstancias de los países en desarrollo (Itriago, 2011:4). 
 
Como se aprecia en el siguiente cuadro, la elección ha recaído en los impuestos 
prediales o inmobiliarios, cuyo empleo generalizado en la región no suele distinguir 
entre pobres y ricos, o en términos tributarios, entre quienes tienen una mayor o menor 
capacidad contributiva. Lo más progresista en este rubro de tributos es la diferenciación 
que hacen algunos países entre predios rústicos (rurales) y urbanos. 
  

Tributos prediales en América del Sur 
 

País/Predial Unificado Rural 
Argentina Impuesto inmobiliario  

Bolivia  Impuesto a la propiedad de inmuebles rurales 
Brasil  Impuesto sobre la propiedad territorial rural 
Chile  Impuesto a los bienes raíces agrícolas 

Colombia Impuesto predial unificado  
Ecuador  Impuesto a los predios rurales 
Paraguay Impuesto inmobiliario  
Uruguay  Impuesto a la propiedad rural 

Venezuela  Impuestos territoriales o sobre predios rurales 
 

Una suerte distinta ha tenido los tributos extrafiscales o redistributivos, no sólo son 
excepcionales en la región sino que en algunos países como Venezuela tienen 
únicamente carácter nominal, sin eficacia en el campo recaudatorio. 
 

Tributos extrafiscales en América del Sur 
 

País/Tributo Extrafiscal/redistributivo 
Bolivia2 Régimen Agropecuario Unificado 

Impuesto a la propiedad de bienes inmuebles rurales 
Ecuador Impuesto a la superficie rural superior a 25 ha 
Paraguay Impuesto a los inmuebles de gran extensión 

Impuesto a los latifundios 
Impuesto a la renta de actividades agropecuarias 

Venezuela Impuesto a las tierras ociosas 
 
Afortunadamente las cosas parecen estar cambiando, una reciente publicación del 
Banco Mundial (2009:311) reconoce que “un impuesto a la tierra puro no distorsiona 
negativamente el comportamiento económico porque no tiene efectos negativos sobre la 
inversión o la producción. Puesto que el impuesto a la tierra es un costo fijo que debe de 
ser pagado se use o no la tierra para la producción, no penaliza la producción y crea un 
incentivo para emplear la tierra de forma que deje las mayores utilidades. En este 

                                                           
2 Los tributos sobre la tierra en Bolivia no alcanzan al solar campesino, la pequeña propiedad y los 
inmuebles de propiedad de comunidades campesinas, pueblos y comunidades indígenas y originarias. 



sentido, el impuesto a la tierra desalienta que esta sea subutilizada y materia de 
especulación”.  
 

El esfuerzo más acabado de imposición de impuestos sobre la tierra para la consecución 
de objetivos fiscales y  extrafiscales, como parte de la política de los estados, forma 
parte de las “Directrices Voluntarias sobre la Gobernanza Responsable en la Tenencia 
de la Tierra”, elaboradas por la FAO (2011) con apoyo de organizaciones del sector 
público y privado, de la sociedad civil y del mundo académico, de distintos lugares del 
mundo. En dicho documento se reconoce que “los Estados tienen la autoridad para 
imponer impuestos destinados a la recaudación de ingresos y la consecución de 
objetivos sociales, ambientales y económicos, tales como la promoción de las 
inversiones o la prevención de la especulación o la concentración no equitativa de la 
propiedad y de otros derechos de tenencia”.  
 
Conclusión.- 
 
La competencia por el control de la tierra debe estar en el núcleo de las preocupaciones 
de todo Estado porque se concentra en un recurso escaso y que es capaz de rentabilizar 
el desarrollo de un país y su inversión en el espacio rural. De ahí que la idea de 
establecer impuestos sobre la tierra refleje, en realidad, una preocupación por la 
distribución del bienestar económico que es capaz de proveer este recurso. 
 
Durante las tres últimas décadas nuestros gobiernos se han preocupado por recaudar 
fondos de la tierra, básicamente, a través del empleo de impuestos prediales o 
inmobiliarios. Hoy es tan o más importante el empleo de tributos que tengan tanto 
propósitos fiscales como efectos en el campo redistributivo. 
 
Una combinación adecuada de tributos fiscales y extrafiscales no tiene por qué penalizar 
la producción, más bien desincentiva el acaparamiento de la tierra y formas de empleo 
del recurso que no dejan mayores beneficios a la sociedad. 
 
A tal punto es evidente la importancia de que los estados impongan impuestos sobre la 
tierra, destinados tanto a la recaudación de ingresos como a la consecución de objetivos 
sociales, ambientales y económicos, que la propuesta figura en publicaciones recientes 
del Banco Mundial y en la agenda relacionada a la gobernanza de la tierra de la FAO.   
 
Esta nueva política fiscal será una herramienta clave en el logro de los objetivos 
asociados a una mejor redistribución de la riqueza, a revertir la desigualdad y reducir la 
pobreza, siempre y cuando límite potenciales efectos negativos sobre los sectores más 
pobres y vulnerables de la población. Para ello deberá contemplar un trato diferenciado 
por región, ecosistema, vulnerabilidad del productor y tipo de producción. 
  
Para su diseño será igualmente fundamental considerar la actual capacidad de la 
administración tributaria para llevarla a cabo. En tanto continúe vigente la aseveración 
de Casanegra y Bird (1992) quienes sostenían que “en los países en desarrollo, la 
administración tributaria es la política tributaria”, los gobiernos deben concentrar sus 
esfuerzos en proveer a estas instituciones de herramientas y fondos que les permitan una 
capacidad de gestión eficiente del tributo, de lo contrario la nueva política fiscal podría 
tener efectos inversos a los deseados. 
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